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documentos citados no tienen el caráeterde-.auténticos, se ajusta al
sentido originario del art. 849.2üe la LE.C::r., en cuanto es cienQ
que tales documentos que no están do~dos de autenticidad
intrinseca o materia); sin embargo, es lo CIerto que tal precepto,
después de la Constitución, ha de ser interpretado en el sentido más
favorable para la efectividad del derecho fundamental al doble
pronunciamiento en materia penal -y de la presunción de inocen­
cia-, por lo que el A.uto. impu~ado vulnera tal derech~ fundarn~n­
tal, ya que no debIó madmlt1r el recurso de casación -motivo
primero- dado Q.ue, sin invadir la libre valoración del Juez, podía
examiaar el conjunto de las actuaciones dotadas de autenticidad
formal, para determinar cuflles pOdían-ser calificadas como activi­
dad probatoria y si existia alguna mínima actividad probatoria que
pudiera entenderse de cargo en relación a la comisióndol delito de'
robo,. de forma tal que el Juez -valorando libremente la prueba:­
pudiera llegar a. esta conclusión, incluso realizando inferencias
lógicas de tal actividad probatoria, como es nonnal, siempre que ,no
fueran arbitrarias, inacionales o absurdas.

S.El razonamiento expuesto conduce a la estimación del
recurso de amparo en cuanto se refiere a la inadmisión del prin"er
motivo, dado que el Auto impugnado vulnera 'en este punto el art.
24.1 de la Constitución.; estimación de) recurso que h~ de exten­
derse en cuanto se refiere a los, otros dos motivos, dada la
concatenación lógica entre todos ellos.

En efecto, en cuanto al motivo segundo, es claro que si se
estimara el primero y se alteranl la calificación de los hechos
probados, el delito cometido podria calificarse como de hurto y no
como de robo, por lo que la alegación del recurrente 'eh casación
-aun cuando no citara literalmente el precepto penal de carácter
sustantivo- puede ser entendida Jacilmente en el sentido proce­
dente para su admisión, sin necesidad de averiguaciones complejas
-que, obligen a una mínima investigación acerca del· sentido i
finalidad del motivo. '

Finalmente, la dependencia lógica del tercer motivo respecto de
los anteriores está plenamente admitida tanto por el Auto recuDido
como por el proplO solicitante del amparo.

6. El recurrente alega tainbién que el Auto recurrido vulnera
la presunción .de iriocencia y el principio de igualdad:

a) En cuanto a la ·violación de la presunción de inocencia
resulta claro que, caso de haberse producido, no seria imputable
directa e inmediatamente a tal Auto, como exige el arto 44.1 b de
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (L.O.T.C.), ~ino a la
Sentencia de la Audiencia. Lo que el Auto ha producido es una
vulneración del arto 24.1 de la Constitución, según hemos justifi­
cado,que puede incidir eventualmente, y de forma jndirecta, en la
presunción de inocencia, en cuanto en el recurso de casación no ha
sido objeto de examen la pretendida vulneración de la misma por
la Sentencia de la Audiencia.

b) . El Tribunal Constitucional ha declarado en múltiples
ocasIones, a partir de la Sentencia 49{1982, de 14 de /'ulio «dloletin
Oficial del Estado~ .de 4 de agosto, FJ 2) que e principio' de
igualdad impone· que, un mismo órgano no pueda modificar
arbitrariamente el sentido de sus decisiones en casos sustancial­
mente iguales, y que cuando el órgano en cuestión considere que
debe apartarse de sus precedentes tiene que ofrecer para ello una
fundamentación suficiente y razonable: "

En el presente caso, la mera lectura de las Sentencias del
Tribunal Supremo citadas en la deIIianda evidencian que el Auto
impugnado no ba vulnerado el principio de igualdad, pues el caso ..
que aquí se plantea no es sustanclalmente idéntico a los allí
examinados. En efecto, y ello es importante, la diferencia que
presenta el supuesto contemplado en este recurso de amparo es que
se suscita si la existencia de una mínima actividad probatoria que
pueda entenderse de cargo -a partir de la. cual es aplicable la
libertad del Juez en la apreciación de la prueba-, ha de ser de cargo
precisamente en relación al delito por el que se ha sido cón~nado.

24633 80/0 Segunda. -Recurso de amparo número 164/1985.
Srnlencia número 141/1985, de 22 de octubre.

la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente, don Luis Diez-Picazn y Ponce de León, don

'Francisco Tomás y Valiente, dori Antonio Truyol Serra y don
Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 164{1985, interpuesto por el

Procurador de los Tribunales don Jesús Alfaro Matos, asistido por
el Abogado don Manuel Maule6n Alvarez de Liena, en nombre de

de forma tal que-a partir de ella el Juez pueda efectuar las
inferencias lógicas que "estime pertinentes, siempre que no sean
irracionales, absurdas o arbitranas, 'j llegar a la conclusión de que
tal tipo de delito ha sido cometido por el imputado, y esta
diferencia en el supuesto .plariteado da lugar ,8 que no podamos
entender. violado el principio de igualdad.

7. Las consideraciones anteriores conducen 8 la conclusión de
que procede estimar el recurso de amparo. Resta ahora por
determinar si tal estimación ha de.ser total o parcial, teniendo en
cuenta las pretensiones del actor (antecedente 3) y lo dispuesto en
el articulo 55.1 de la L.O.T.e. en orden al posible contemdo de'las
Sentencias .que estimen un recurso de amparó. ".

En primer lugar, el recurrente" solicita que se declare la nulidad
del Auto impugnado, pretensión a la que debemos acceder en
cuanto se refiere a la inadmisión de los motivos de casación
primero, segundo. y tercero, sobre la base de la fundam~ntaci~n
contenida en el mIsmo, dado Que, de acuerdo con las conSIderacIO­
nes anteriores, vulnera el arto 24.1 de la Constitución, debiendo
retrotraerse los efectos de esta nulidad p~cial al momento inme..
diatamente anterior al en Que fue dictado el Auto.

En segundo término, el recurrente suplica que declaremos su
derecho a que el Tribunal Supremo admita los motivos de casación
primero, seJUndo y1ercero de los articulados contra la Sentencia de
la AudienCIa Provincial de Córdoba de 14 de julio de 1983. Esta
pretensión no puede ser totalmente satisfecha, dado qu~ la Sala ~a
de limitarse a reconocer su derecho a que no se inadmltan los tres
'motivos de casación por las razones expuestas en el mencionado
Auto, sin poder llegar a. afirmar Que no existe. absolutamente"
ningún fundamento le,gaI que pueda dar lugar a la inadmisión.

Finalmente, el restablecimIento ·del derecho fundamental del
actor se producirá con la nueva resolucián que ha de dictar la Sala
Segunda del Tribunal Supremo en árden a la admisión de los tres
motivos del recurso c;te casación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD OUE J.E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA.

Ha decidido:

1. Estimar en parte el recurso de amparo y, a tal efecto:
a) Declarar la nulidad parcial del Auto de la Sala Segunda del

Tribunal Supremo de 5 de marzo de 1984, dictado en el recurso de
casación por infracción de Ley interpuesto por Juan Manuel
santiago Sánchez contra Sentencia pronunciada por la Audiencia
de Córdoba en fecha 14 de julio de 1983, en causa contra dicho
procesado por delito de robo. La nulidad parcial de dicho Auto se
declara en cuanto acuerda, por las tazones que expone, que no ha
lugar a la admisión de loS motivos primero, segundo y tercero del
mencionado recurso de casación, retrotrayendo las actuaciones al
momento inmediatamente anterior al de dictarlo:

b) Reconocer el derecho del actor a que dichos tres motivos
no sean inadmitidos por las razones expuestas en el Auto cuya
nulidad parcial declaramos, quedando-restablecido en su derecho
mediante la nueva resolución que deberá dictar la Sala Segunda del
Tribunal Supremo. /

2. Desestimar el recu= en todo \o demAs.
Publiquese esta Sentencia en el «Iloletin Oficial del Estado».

Madrid, 21 de' octubre de 1985.-Manuel Garcia-Pelayo
Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Díez de, Velaseo
VaUejo.-Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez Ferrer
Morant.-Angel Escudero del Corral.-Firmados y rubricados.

la Uuión SindicaI.de Policía, contra el Real Decreto 1346{1984, de
II de julio, sobre Régimen Disciplinario <lel Cuerpo Superior de
Policía, contra el Acuerdo del Consejo de Ministros de igual fecha,
por el que se aprobó dicho Real Decreto, y.contra la Sentencia de
18 de enero de 1985, de la Sala Tercera de lo Contencioso-.
Administrativo del Tribunal Supremo de Justicia, dictada en el
recu= 3712/1984, por la que se declaró que el acto y la disposición
recurrida no vulneran los derechos fundamentales de la persona:

En el referido asunto ha sido parte el Fiscal General y el
Abogado del Estado y ba sido Ponente el Magislrado don Luis
Dlez-Picazo y Ponce de León.

l.. ANTECEDENTES

Primero.-En el «Boletin Oficial del Estado» número 170, de 17
.e julio de 1984, se publicó el Real Decreto 1346/1984, sobre
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Régimen Disciplinario del Cuerpo Superior de Polida. En dicho representantes sindicaleo del· Cuerpo Superior de Polida, lo cnal
Real Decreto se· intróducían deierminadas modificaciones y se constituye una violación del derecho a la libertad de expresión que
daba n'leva redacción a una serie de preceptos del ResIamento en él se consa¡ra. , -
Orgánico de la PoliCÍa gubernativa. Se encuentra entre eUos el y en cuanto a la violación del derecho a: la libertad sindical se
apartado 32 del art. 208 en el que se establece que son filltas ....ves dice que tiene declarado este Tribunal, concretamente· en su
....la realización de actos o formalización de declaraciones por Sentenda núm. 23/1983, de 25 de marzo, que en el ámbito del
parte del funcionario que ostentando representación sindical derecho a la libertad sindical, consa¡rado en el art. 28.1 de la
suponga extralimitarse en el ejercicio de tal condición y vulnere sus Constitución Española, se comprende el derecho a que la Adminis­
deberes como funcionario». traci6n Pública. no se injiera o interfiera en la actividad de las

SegundQ.-Con fecha 27 de julio de 1984 la Unión Sindical de oJ¡anizaciones sindicales.
policia, representada por el Procurador de los Tribunales don Jesús En la misma Sentenda se establece que por muy detallado y
Alfaro Matos interpuso ante la-Sala Tercera del Tribunal Supremo concreto que parez¡:a el enunclado del art. 28.1 a propósito del
de Justicia, de conformidad con la Ley 62/1978, de 26 de contenido de la libertad sindical, no puede considerársele como
diciembre, de Protección Jurisdiccional de los Derechos Funda- exhaustivo. o limitativo, sino meramente ejemplificativo. A fin de
mentales de la Persona, un recurso contencioso-administrativo delimitar dicho contenido, el Tn1>una1, al amparo del art. 10.2 de·
contra el Acuerdo del Consejo de Ministros, que aprobó el Rcal la Constitución, cita el Convenio 87 de la Organización lnternacio­
Decreto antes mencionado, y contra el propio Real, Decreto por naI del Trabajo, ratificado por Espa!ul. en él cual, tras decIa.rarie
violación de los arts. 15, 20.1 Y 28 de la Constitución. . que las oJ¡anizaciones de trabajadores «tienen el derecho de

En el citado nroceso se impugnaron de manera especial los redactar sus Estatutoa y Res1amentos administrativos, el de elegir
apartados 6.· y 7.· del ano 208 del Real Decreto en cuestión, en los libremente sus representantes, el de or¡¡anizar su administración y
que se establece que se consideran como faltas graves el «actuar con - sus actividades y el de formular su programa de aceión», se señala
notorio abuso de sus atribuciones causando dado a los particulares con todo énfasis que «las autoridades públicas deberán abstenerse
así como el empleo injustificado o desmedido de la violencia fisica de toda intervención que tienda a limitar este derecho o a
o moral» y «1a práctica de tratos denigrantes o, vejatorios en las entorpecer su e¡'ercicio». . .
personas detenidas o que se encuentran bajo custoclia», pOr Como conc usión el. Tribunal declara textualmente que «1os
considerar que con ello se violaba el arto 15 de la Constitución, así sindicatos tienen, por tanto, el derecho a ejercer libremente sus
como el antes citado apartado 32 del arto 208, por considerar que. actividades y a aprobar y poner en nráetica sus ¡>rl)JI1lD1lIS de
en él se producía una violación de los derechos fundamentales 'actuación 1",- correlativamente, a que 198 poderes púbhcos y, en
establ~idos. en el arto 20.1 Y en el art. 28 de la Constitución; cóncreto, la Administración no se mterfieraen tales actividades o
pretenslones a las que se opuso -el Abogado del Estado. Por su~ entorpezca la ejecución de aquellos programa5*'. ~
el Fiscal entendió en aquel momento que losa~os 6.° y 7.° dei Es en este sentido en el que consideramos que etapartado 32 del
ano 208 na vulneran el art. 15 de la Conslltución y que debía arto 208 del Reglamento Orgánico de la Policía Guberoativa viola
anularse el apartado 32 del citado ano 208 del citado Real Decreto el derecho a la libertad sindical con......do en el arto 28.1 de la
por violar la libertad sindical consagrada en el arto 28 de la Constitución.
Constitución. . . La dedicación en exclusiva del apartado 32 a los funcionarios

La Sala Tercera del Tribunal Supremo de Justicia, en Sentencia que 'ostenten representación sindical y la fiscalización, que a través
dietada en 18 de enero del corriente afio, desestimó en todas sus de él se pretende, del ejercicio de la actividad sindical, mediante el
partes el recurso y declaró que el acto y la disposición recurrida no sometimiento a la potestad disciplinaria de la AdministracIón de
vulneraban los derechos fundamentales de la persona objeto del las posibles ex~iJ!1itaciones.que c:n el e~er.cicio de la- condición d~
recurso. representantes SIndicales pudieran mcumr, sólo puede considerarse;

Tercero.-Por escrito fechado en 27 de febrero de 1985, i~. como una injerencia o interferencia de la administraCión. que SI
sado en el Registro de este Tribunal el siguiente día 1 de marzo, el bien no limita directamente el 'ejercicio de la libertad sindical, sí
Procurador de los Tribunales don Jesús Alfaro Matos. en nombre constituye una obstaculizaci6n a tal ejercicio y una presión

. 1 . indirecta sobre los representantes sindic~ limitativa de las
y representaCIón de a Umón Sindical de Policía, interpuso recurso funciones que a los mismos corresponde. lo- cual, de acuerdo con
de amparo constitucional, di~'.éndolo contra el Real Decreto la doctnna" de ese T 'b naI ta te' t vul 11346/1984 d 11 d . Ii b . ... n u e.pues an normeu e, nera e_ ,e eJu o, so re en DiSCIplinaria del CUerpO derecho a la libertad sindical y el an. 28.1 de la Constitución
Supenor de PoliCÍa; contra el Acue o del Consejo de Ministros por Espafiola en el que éste se con~=
el.que se babia aprobado el Real Decreto Ycontra la Sentencia de --
19 de enero de 1985, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de Cuartó.-Admitida a trámite la demanda de amparo, en el
Justicia, de que antes se ba hecho mérito. correspondiente trámite de alegaciones el solicitante del amparo'

En la demanda de amparo se cita como, inftingidos por el ratificó su primera petición.
apartado 32 del art. 208 del Reglamento Orgánico de la Polida El Ftseal ba pedido la desestimación de la pÍetensión, señalando
Gubernativa, en la redacción dada al mismo por el Real Decreto que no es la pnmera vez que una asociación policial viene a este
1346/1984, los ans. 20.1 y 28.1 de la Constitución. Y se solicita se Tribunal con la pretensión de que se declare la IIlconstitucionalidad
declare la nulidad de dicha apartado 32 y se acuerde, en consecuen- del Reglamento Qrgánieo de la Polida. El Reglamento del año 1975
cía, dejar sin efecto la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal modiñcado por él.ahora recurrido r.;lP'~uaoado en análogus
S~premo. en cuaJito a la declaración de que tal apartado 32 no términos en el recurso de lUriparo , , Cado con d número
VIOla los derechos fundamentales antes señalados, y a la imposición 190/1984, inadmitido por Auto de esta misma Sala y Seceión·de 9
de costas a la Unión Sindical de Policías. ' ,de mayo de 1984. al concurrir la causa establecida en el arto 50.2,

Par otrosl se solicita, al amparo del ano 56 de la U:y Orgánica' b), de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Habida cuenta
del Tribunal Constitucional, la suspensión de la aplicación del que ahora se impugna, por inconstitucional, el mismo Reglamenta
apartado 32 del art. 208 del Reglamento Orgánico de la Polida tras su modificación por el Real Decreto mencionado, la respuesta
Gubernativa, en s.u nueva redacción. «puesto que su aplicación ha de ser la rltisma que se diera en d ~terior recurso en base a las
pudiera ocasionar perjuicios que harían perder elámparo, al menos razones recogidas en el fundartiento jurídico 2.· del mentado Auto.
temporalmente, su finalidad», y «además, la suspensión no produ- El Abogado del Estado se ha opuesto también a la solicitud de
clría penurbación de los derechos fundamentales y libenades amparo. afegando que, con carácter previo al examen de las
públicas de terceros, ni de los intereses generales». supuestas vulneraciones de derechos fundamentales que se alegan

, En, la demanda de alJlpa"? se dice en lo que se refiere a la' producidas por los recurrentes, es conveniente, a la vista de los
VIOlaCIón del derecho establecIdo en el arto 20 de la Constitución ~rminos en que .su recu~ a~ formulado, recordat: qu~ la
que de foona reiterada este Tribunal ha proclamado que la libertad liberu~d ~ e~presI6n y de sIndlC:~C16n que aqui apar~cn -l.IIlplica­
de expresi~n es un derecho fundamental del que· gozan~r igual das~ 51 bien tIenen carácter esencial en cuanto soportes básicos del
todas los cIudadanos y que les protege frente a cualquier tnjerenciá sistema disedadO por la Constitución y del Estado que ésta
de los poderes públicos que no estb apoyada en la Ley, e incluso estructu~ no son ni pueden ser ilimitadas, ya que, entre otras
frente a la propIa Ley en cuanto ésta intente fijar otros limites que circunstancias, se reconocen y han de ejercitarse en el seno de una
los que la propía Constitución establece. Este derecha de libertad comunidad juridico-poIitica ellla que se encuentran atemperados
significa básicamente ausencia de diferenciu o de intromisiones en por el derecho de los demás (an.- la de la Constitución) y, en
el proceso de comunicación. seneral. ~r otros ~ienes y der~h~ constitucionalmente protegidos

Es verdad -se añade- que el apartado 32 del ario 208 del (Sentencia del Tnbunal ConslltuCJonal 91/1983, de 7 de noviem-
Reglamento Orgánico de la Policia Gubernativa no establéce bre, fundamento jurídico- 3.·). . .
límites a la libena4 de expresión, pero taínbi~nes cierto que al Se señala esta circunstancia por cuanto en el escrito del recurso.
sanc~onar. disciplinariamente la formulación de declaraciones por· ju~to a la invocación genérica de la libertad de expresión y
funcl~na.no~ que ostenten, re~r~sentación sindical que supongan sindicación, con el conjunto de derechos y facultades que llenan su
extrahmltaclOnes en el eJercICIO de tal representación. se está contenido esencial, la revisión del precepto sometido a contraste se
coartando e interfiriendo el libre desarrollo del proceso de comuni· conecta con su formulación más amplia e ilimitada prescindiendo
cación necesario para el ejercicio de la libertad de e.presión de los de 1... limitaciones y peculiaridades que recoge el propia texto
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constitucional (así arts. 28.1 .y 20.4f en atención, tanto a su
naturaleza y límites consustanciales -cómo a la COndición de las
personas que, en cada caso, los ejercitan. Desde las ideas Q\le han
quedado expuestas, las argumentaciones de -la recurrente, Quien
además aclara que «es verdad que el apartado 32 del al1. 208 del
Reglamento Orgánico de la Policía Gubernativa no establece
límites a la libertad de expresión», en lo Que atañe a la supuesta
vulneración de éstli (art. 20.1 de la Constitución Española) son,
incongruentes en si mismas, indeterminadas Y. -por tanto insufi·
cientes para ~stificar la pretensión que actúa. .

Son a JUIcio del Abogado del Estado incongruentes con los
términos del recurst'l, porque no Se entiende en modo alguno cóm9
un precepto que, según se dice, «no e~blece limites a la libertad
de expresión.» puede vulnerar la norma eOhstitucional en que tal
libertad se c.onsagra. Si el apartado 32 del arto 208 del Reglamento
Orgánico de la Policia Gubernativa ·no limita la libertad <le
expresión según reconoce la recurrente, Y. por otro lado, sus
previsiones se producen respecto de declaraciones que impli9uen
extralimitación en las manifestaciones de los funcionarios pohcia~
les que ostenten cargos sindicales, es claro que para nada afecta,
condiciona o limita, el proceso de libre comunicación que el arto

. 20.1 de la Constitución garantiza y que, por consiguiente, carece
notoriamente de fundamento la pnmera de las supuestas vulnera­
ciones denunciadas.

Si en un intento de superar la contradictorio. postura de la parte
recurrente, pudiera ,POnSBne que lo que produce el apartado 32 del
arto 208 es una limitación indirecta del proceso de comunicación,
necesaria para el libre ejercicio de libertad de expresión de· los
representantes sindicales de los funcionarios policiilles, ya que al
sancionar declaraciones que _se produzcan fuera de ciertos límites
los está marcando indirectamente, habría queseftalar que, de ser
así, no es la norma cuestionada quien establece esos límites y que,
en todo caso, serian los futuros actos concretos de su aplicación los
Q.ue, en su. caso, vulnerarían el art 20.1 de la Constitución,
ClJ'Cunstancia de,sde la cual" en ningún caso -podria justificarse un
pronunciamiento en contra de la validez del apartado 32 del ano
208 del ReglamentoOqánico de la Policia Gubernativa por
euanto, aunque i. su amparo pretendieran fuftdamentarse futuras e
hipotéticas vulneraciones de'derechos. fundamentales, serían esas
contravenciones y no' el tantas veces citado precepto el revisable,
cuya anulación no puede apoyarse en futuras y potenciales violacio-
nes del arto 20.1 de la Constitución. -

Por último, señala el Abogado del Estado que cuanto sobre este
precepto se expone por la parte recurrente parece insuficiente e
Indeterminado, ya que, además de realizarse sin la determinación
concreta de una específica vulneración constitucional, aunque
pudiera estimarse que en si mismo represehta una limitación de la
libertad de expresión, esa limitación habría de~ desde la
perspectiva que proporcionan la naturaleza, con ión y conte­
nido que, hoy comúnmente se predica: de la libertad de expresión
puesta eri relación con ~ condición personal de quien la reclama en
este caso concreto. .

Frente a la confi~6n clásica del derecho a la libre expresión
de pensamientos, Ideas y opiniones, que resaltaba su vertiente
individual y que referia su proyecciQD externa a la conservación de
ulta e.ferade~autonomíapem>nal,frente al Esw!<Hlue~únicamente
debía armonizarse en su ejercicio COn la de los demás, actualmente,
este planteamiénto individualista se conecta con el contexto social
que rodea al titular del derecho, relacionando su libertad individual
con la pública y su capacidad abstracta de ser libre eón situaciones

-sociales concretas, así como con la propia condici6n ~nal de
Quien pretende ejercitarlo desde la cual aparecen hmitilciones
especificas. Ello es particularmente claro en el presente ,caso, en el
que se discuten los límites de la libertad de expresión de unos
funcionarios públicos en los que concurren condiciones especificas
que, sin perjuicio del respeto más absoluto al contenido esencial de
su derecho, hacen que los límites generales de imparcialidad,
secreto profesional y reserva de las cuestiones del servicio se hagan
aun más patentes que respecto de otros funcionarios y que,_no
penniten considerar como atentatorio contra la libertad de expre­
sión el apartado 32 del arto 208 reiterado, que se limita a dar por
supuestos determinados límites que no concreta, aunque conecta a
los deberes funeionari~es y al ejercicio de la representación
sindical. .

Lo ahora señalado es extensible a cuanto expone la entidad
recurrente respecto de la libertad de sindicación del arto 28.,.1 de la
Constitución Española. El precepto cuestionado no representa una
vulneración del art. 28.1.. ya que, aunque as1 se afirma, no se
alcanza a ver, ni se razona por qué ocurre así, cómo se vulnera ese
precepto y de qué moélo. Lo que parece estar. denunciándose son
violaciones potenciales y futuras del precepto constitucional que se
alega ~ ello no penniteanular el .art. 208.32 del R~~nto
OrKaOlCO de la Pobcia Gubernatlva, porque señan esas hipotétlcas
vufneraciones las determinantes de un posible am~o 8"'tonceder
por el Tribunal, no el. art. 208.32 que aunque califica como· faltlis

graves los actos Q declaraciones que supongan extralimitación en el
ejercicio de la representación sindical y de los deberes funcionaria­
les no limita directa ni indirectamente la libertad sindical.

De manera contradictoria con su recurso así lo señala también
la entidad recurrente que al admitir que el arto que cuestiona «si
bien no limita directanlente la libenad sindical» deja bien a las
cIaras lo infundado de su pretensión de amparo.

Por último, la mención de los representantes sindicales de los
funcionarios policiales y su sometimiento a la potestad disciplina­
na de la Administración ,no representa ni una injerencia de ésta ni
una discriminación para aquéllos, ya que los representantes sindi­
cales siguen siendo funcionarios policiales, la Administración tiene
facultades disciplinariaili y sancionadoras (an. 25 de la Constitución
Española), éstas no afectan a la libertad sindical de sus funcionarios
(se -prevén en rela,ci6n con actos o declaraciones que impliquen
«extralimitaciones», es decir, que se produzcan al margen del
contenido del derecho de sindicación y de su libre ejercicio) y, en
todo caso su mención diferenciada es una pura consecuencia de,su
propia y espec1fica condición sindical, añadida a la funcionarial,
que la norma no crea sino que le viene dada, y que no hace sino
aumentar "el campo de su libertad de acción y expresión que no es
el propio de los funcionarios no representantes sindicales sino el
más amplio de éstos últimos.

. Quinto.-Por providencia de 18 de septiembre de 1985 se señaló
para deliberación y votación de este recurso el día 9 de octubre
siguiente.

. 11. J'UNDA~ENTQS JURIDICOS

Priinero.-EI presente asunto plantea dos cuestiones atinentes a
los requisitos procesales del recurso de amparo, que es conveniente
que examinemos antes de penetrar en el fondo de la cuestión
propuesta: se refiere la primera de ellas a la legitimación de la
persona jurídica recurrente para reclamar la defensa y preservación
de los derechos constitucionales que dice estar en juego, y concierne
la segunda a las peculiares características que ofrece el objeto del
presente recurso de amparo. '

La Uni6n Sindical de Policías se limita, sobre la primera de las
cuestiones indicadas, a hacer una genérica alusión a 10 dispuesto en
el ano 46.1, b),de la Ley Orgánica de' este Tribunal, según el cual
están legitimados para interponer el recurso de amparo constitucio­
nal «Quienes hayan sido parte en el proceso judicial correspon­
diente». Mas esteaErecepto no puede ser entendido de manera
estrictamc!'nte Liter ,como ya ha dicho en un buen número de
ocasiones este Tribunal, especialmente en aquellos casos en que el,
proceso judicial a quo es el de agotamiento de la vía judicial
precedente, a_ Que se refiere el aft. 43.1 de, la Ley Orgánica del
Tribunal, de acuerdo con el arto 53.2 de la Constitución, pues ello
significaría tanto como-llegar a la conclusión tautológica de que se
esti legitimado para demandar el.amparo porque se ha demandado
el amparo. Por esta razón, en todos aquellos casos en que el proceso
previo ha sido articulado por la vía que permite la Ley 62/1978
para la l?T0teeeión de los derechos fundamentales, la "legitimación

. para interponer después el amparo constitucional ante nosotros
corresponde a la persona directamente afectada (dejando por el
momento de lado la excepcional legitimación que se atribuye a
algunos órganos públicos), y ppr persona afectada hay que entender
al titular-dc'l-derecho subjetivo vulnerado-o-pres-untamente-vulne..
rado o, excepcionalmente; quienes sín ser titulares del derecho
pueden ejercitar 9te, en virtud de una especial disposición 4.e la
Ley en atención a su relaCión con el derecho o con el titular de él.

_En el caso presente lo que se pone en tela de juicio es un
precepto del Reglamento de Disciplina del Cuerpo Superior de
Policía, que de manera directa sólo puede afectar a los funcionarios
de ese Cuerpo, y "que de manera directa, por tanto, no guarda
relación con la Asociación que ha interpuesto este recurso. Es
verdad que en la Sentencia 31/1984, de 7 de marzo (<<Boletín
Oficial del Estad"" núm. 80, de 3 de abril) dijimos que, para l.
impugnación en la vía de amparo, los arts. 7 y 28.1 de la
Constitución proporcionan una fundamentación constitucional de
amplitud legItimadora a los sindicatos. Sin embargo, ello se
entendió ...y debe ser elilendido-. en relación con cuestiones
estrictamente laborales, pues en el caso de la referida Sentencia se
habia puesto en tela de juicio el principio de igualdad de remunera­
ción y de las facultades dimanante_s de la libertad y de la "acción
sindical.

Las consideraciones anteriores, aplicadas al caso aétual, signifi­
can que.a.la A~iación que aquí ha comparecido puede reconocér­
seJe legIUmaClón para defender los derechos e mteleses de sus
miembros, en lo que concierne a la alegada vulneración del derecho
a la libertaci sindical, pero que no ocurre lo mismo en lo que se
refiere al-derecho a la "tibertad" de expresión y a la libertad de
comunicación, pues este Jiltimo es en línea de principio un derecho
individual de los miembros de la asociación y sólo .excepcional­

- mente cuando se refiera a aquellas facetas respecto de las cuales la
asociación sea titular directo del derecho podría ella considerarse
lesionada, cosa que aquí no ocurre.
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y si se Quisiera aludir a aquel tipo de comunicación por la que
se encauza en ocasiones la acción SIndical, la pretendida violacIón
DOS sitúa en el marco del derecho reconocido en el art. 28 del que
después nos ocuparemos, y no en el del arto 20.

Segundo.-La segunda de las cuestiones que el presente asunto
plantea deriva del hecho de que lo 'lue se imPUllJlA en via de
amparo es un precepto de carácter reglamentariO( Hay que dejar
desde ahora en claro que para eJijuiciar la validez jurídica de los
reglamentns debe utilizarse en linea de principio la urtermediaci6n
de la Ley, reconociéndolos como onnformes con la ley o ilegales,
juicio de legalidad de los ~entol que es residenciahle en la
~urisdicci6n contencioso-admmisuativa y no ante este Tribunal. El
Juicio de constitucionalidad, como determina con claridad el art. 31
de la Le,Y Orgánica de este Tri~unal, se refiere a las leyes y a las
disposiClones Donnativas o actos que tengaIl fuerza de ley, lo que
impide un juicio de constitucionalidad de los reglamentos. Ade­
más, ha dicho ya este Trihunal que el recurso de amparo no tiene
nunca por objeto dilucidar la constitucionalidad o inconstituciona·
Iidad de las normas legales n reglamentarias. El objeto del recurso
de amparo es la violación y la preservación de los derechos
fundamentales de la persona comprendidos en los arts. 14 a 29 y
30.2 de la Constituci6n, por lo que s6lo en la medida en que tales
derechos puedan resultar concretamente vulnerados el recurso-
puede darse. . __.

El arto 43 de la Ley Orgánica de este Tribunal permite el recurso
de amparo cuando existan violaciones de derechos y libertades que
estén originadas por disposiciones del Gobierno, y la antes citada
Sentencia de. este Tribunal 31/1984 dijo quela distinci6'l entre
«lIctos» y «disposicion_, muy presente en la Ley Reguladora de
lo Contencioso-Administrativo, no puede utilizarse para excluir del
proceso de amparo la impugnación de disposiciones, cuando a ellas
se anude la violaci6n de un derecho -o libertad de cáráeter
fundamental. La misma Sentencia señaló que una concepción que
limitara el recurso de amparo a los actos tendña que corregirse
acudiendo a los preceptos de la Ley Orgánica. Mas Sl eUo se pone
en conexión con lo que al principio de este apartado hemos dicho,
la conclusioo que hay que extraer es que la potestad de este
Tribunal para enjuiciar los reglamentos se limita· a aquellos casos
en que se aleguen derechos y fibertades reconocidos en los arts. 14
a 29 y 30.2 de la Constituci6n, y en que la violaci6n de los derechos
y libertades antes referidos se origina directamente en la disposi­
ción.

Tercero.-En abstracto es posible admitir que la mera ~xistencia
de un precepto reglamentario pueda violar el derecho a la libertad
sindical, que es lo único que aquí J?uede enjuiciarse en atención a
las razones que más arriba expusImos.' en la medida en que la
creación y la puesta en vigor de la norma constituya por SÍ sola una
traba o UD obstáculo al ejercicio de tal derecho, que, en cuanto
consagra el arto 28 de la Constitución significa, como muchas veces
hemos dicho, el derecho a constitüir sindica~ .el derecho a
afiliarse a sindicatos ya constituidos; el derecho negativo de no
afiliación; el derecho 'a desempeñar dentro de los sindicatos. creados
el conjunto de actividades "'que se conocen con el nombre de
«acci6n sindical», y en conexi6n con esto último el derecho de los
sindicatos a actuar sin entorpecimientos en la ddensa y promoción
de los intereses económicos y sociales que les son propios. -

Bajo este prisma hay que examinar el art. 208.32 del régimen
disciplinario del Cuerpo Superior de Policia, tal como qued6
reflejado en el Decreto 1396/1984. En dicho precepto se sanciona
como falta grave, según hemos dicho, «la realizaCión de actos de
fonnalizaci6n de declaraciones por parte de funcionarios que
ostentando representación sindical suponga extralimitación del
ejercicio de tal condición y vulnere sus deberes como funcionario».
Es cierto que el precepto no conStituye un dechado de peñección
en su redacci6n y que abre algún margen a la ambi¡¡üedad. Sin
embargo, ello no es raz6n suficiente para que el precepto tenga que
anularse por violar derechos constitucionales de .105 ciudadanos,
porque no supone la traba o el obstáculo del ejercicio del derecho
a que antes aludíamos. En efecto, aunque al referirse a la «extrali·
mitacióD» en el ejercicio de la función de representante sindical

24634 Sala Primera. Recurso de amparo número 64311984.
Sentencia número' 14211985. de 23 de octubre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Angel Latorre ~ra, don Manuel Díez de Velasco Vallejo,
doña Gloria Segué cant6n, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y
don Angel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo número 60/1984, promovido por la

Entidad mercantil «Zardoya-otis, Sociedad An6nima», represen-

pa.--ece atribuir a la Administración la facultad de establecer por sí
misma los límites propios' de tal función, atribución claramente
incom{>"tible con la libertad sindical que la Constitución garantiza,
la falta sólo podré apreciarse si las .declaraciones en cuestión
implican una vulneración de los deberes que, como funcionario,
tiene el declarante.

Hay que observar, pues, que todo el centro de gravedad del
precepto radica en la yuxtapoSlci6n de estas dos notas: extra1imita­
ci6n del ejercicio de· la condici6n de representante sindical e
incumplimíento de los deberes funcionariales. En estos ténninOSw
hay que recordar lo 'lue se dijo en la Sentencia de esta Sala,
81/1983, de 10 de octubre, y en el Auto de la iala Primera de II
de julio de 1984 (recurso de amparo 265/1984): Las libertades de
expresi6n y sindical tienen sus limites, derivados de la condici6n de
funcionario y, concretamente, de funcionario del Cuerpo Superior
de. Policia- de quien ejercita dichas libertades, de suerte que el
funcionario que rebase tales limites puede ser lesítimamente
sancionado en vía disciplinaria,. sin que ello constituya violación de:
las libertades referidas. .

De tal doctrina se deduce, que un funcionario del Cuerpo
Superior de Policia que ostente representación sindical'está obli­
gado,al igUal que los restantes funcionarios que carezcan de esa
representación, al cumplimiento de SU$ deberes funcionariales. sin
que la condición de representante sindical le otorgue exenciones. o
inmunidades.

Cuarto.-Como señala acertadamente la Sentencia de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo y como subraya en su escrito el
Abogado del Estado, la calificaci6n de la falta grave prevista en el
arto 208 del Real Decreto impUllJlAdo arranca de dos condiciones
muy precisas J muy concretas, se lea sanciona como falta grave la
rea1ización de actos Y la formalización de declaraciones por parte
de un funcionario cuando suponga extralimitación del ejercicio y
de su condición, de representante sindical, y cuando vulnere sus
deberes como funcionario. Lo cnal sisnifii:a que ha de tratarse de
uo incumplimiento de los de:beres establecidos en la relación
jurídica de derecho administrativo que liga al funcionario con la

. Administraci6n. De esta suerte, cualquiera que sea la fortuna
gramatical del texto, la lectura que ha de hacerse del precepto es
que la condición de representante sindical no constituye circims­
tancia que exima de la responsabilidad derivada de la VIolación de
los derechos funcionariales cuando el acto se lleva a cabo con
extralimitación en la condición de representante sindical. Esto que
es perfectamente ciaro, podrá, tal vez, dar lugar a alguna dificultad
en el momento de su aplicación. Mas si ello ocurre, la violación de
los derechos constitucionales reconocidos en el arto 28 de la
Constitución se habrá producido en el acto administrativo concreto
y nunca en el precepto reglamentanO que define el régimen
disciplinario; por ello, prescindiendo en este momento de que el
derecho a la libertad sindical de los funcionarios de Policia como
el de los 'funcionarios públicos en general no presenta necesaria­
mente la misma amplitud que el de los trabajadores en, géner~
pues el arto 28.1 permite que la Ley regulé las peculiaridades del
ejercicio de este derecho, hay que sacar la conclusión de que la
pretendida violación de derechos constitucionales' que en este
recurso se denunciaba no se enc~ntra fundada.

FALLO
En atención a, todo lo expuesto). el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J.E LONAERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA.

Ha decidido:
Desestimar el amparo solicitado por la Unión Sindical de

Policía.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 22 de octubre de 1985.-JerÓnimo Acozamena
Sierra.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez-Picazo.-Francisco
Tomás y Valiente.-Antonio Troyol Serra.-Francisco Pera Verda­
guer.-Firmaáos y rubricados.

lada por el Procurador de los Tri,bunales don José Luis Ortiz­
Cañavate y Puig·Mauri y asistida por el Letrado don Vicente Pérez
Garcia, contra la Sentencia de la Sala Sexta del Tribunal Supremo
de 17 de julio de 1984. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y ha
sido ponente el Magistrado don Angel Escudero del Corral, quien
expresa el parecer de la SaJa. .

l. ANTECEDENTES

PriIÍlero.-Por escrito que tuvo entrada en el Resístro General
del Tribunal Constitucional el 17 de agosto de 1984, el Procurador
de los Tribunales don José Luis Ortiz-Cailavate y Pui8-Maurí
mterpone, en nombre y representación de «Zardoya-otis, Sociedad


